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Presentación

			

			«Ya no estamos en campaña; es momento de decir lo que de verdad pensamos.»

			

			Jesús Aguirre,

			portavoz del PP en el Senado

			

			

			

			La nueva llegada al gobierno español del PP, ahora de la mano de Mariano Rajoy, ha supuesto un cambio radical en el discurso que hasta hoy venía realizando para minar al anterior gobierno de Rodríguez Zapatero. Mientras este último puso en práctica las medidas neoliberales de ayuda a la banca y los recortes sociales que le imponían la Unión Europeay los mercados (en realidad los dirigentes de los grandes grupos empresariales y financieros), los líderes del Partido Popular, con Rajoy a la cabeza, se dedicaron a atacarlo sin piedad, proclamándose miembros del «partido de los trabajadores», contrario a las medidas antisociales que llevaba a cabo Zapatero.

			Pero nada más ocupar los sillones del Consejo de Ministros, Rajoy comenzó a desplegar un programa de actuaciones, hasta entonces oculto, que no era igual al anterior de Zapatero sino mucho peor y más duro para las clases trabajadoras y populares: congelaba prestaciones básicas, concedía más ventajas a los bancos, a las grandes empresas y a los defraudadores fiscales, ponía en marcha contra los trabajadores la reforma laboral más agresiva de nuestra historia y aprobaba unos Presupuestos Generales del Estado con los mayores recortes de los últimos treinta años. Y todo ello, al margen de las propuestas que había ofrecido a los ciudadanos para pedirles el voto en las elecciones del 20 de noviembre de 2011, en las que obtuvo mayoría absoluta.

			En nuestro libro Hay alternativas. Propuestas para crear empleo y bienestar social en España (Sequitur, 2011) hemos analizado con detalle las razones teóricas e ideológicas que esgrimen los neoliberales para llevar a cabo este tipo de medidas y creemos haber demostrado tres cuestiones fundamentales perfectamente aplicables a lo que está haciendo el gobierno del PP: que las medidas no tienen sustento científico indiscutible, que no pueden conseguir ni consiguen lo que se proponen y que hay otras alternativas más sensatas, eficaces y justas para hacer frente a la situación en la que estamos.

			No vamos ahora a insistir en ello pero sí hemos creído que es el momento de analizar lo que está haciendo el PP para desvelar sus verdaderas intenciones en los ámbitos de actuación política que afectan más directamente a los trabajadores y a otros sectores de las clases populares (incluyendo personas de ingresos más reducidos), y también para prever las consecuencias que van a tener.

			Hemos querido hacer este nuevo análisis casi con carácter de urgencia porque creemos que es muy importante frenar estas políticas cuanto antes. Y por eso también lo hemos escrito de la forma más clara ydivulgativa posible, para que puedan entenderlo todo tipo de personas y para que ellas mismas se conviertan así en focos de debate y crítica hacia lo que está sucediendo como consecuencia de las medidas que ahora aplica el gobierno de Rajoy.

			No tratamos de analizar profundamente las doctrinas que las justifican ni los fundamentos más sólidos de las críticas que realizamos a estas medidas porque ya están en Hay alternativas... y en otros muchos de nuestros textos (los cuales se pueden encontrar en nuestras páginas web (www.vnavarro.org, www.juantorreslopez.com y www.agrazon.net). Tratamos simplemente de levantar el velo para que se vea lo que en realidad hay debajo de las medidas que se vienen adoptando en los poco más de cien días de gobierno del PP cuando escribimos estas páginas.

			No ocultamos nuestro propósito. Queremos contribuir a que la ciudadanía tome conciencia de que este gobierno actúa en su nombre para tomar medidas que perjudican a la inmensa mayoría de la sociedad. No sólo a los trabajadores, sino también a los pequeños y medianos empresarios y a los autónomos —que crean casi el 90 por ciento del empleo en España—, a los parados, a las personas mayores, a las mujeres que no acceden al empleo, a los jóvenes, a los estudiantes... es decir, a todos «los de abajo». Y, sobre todo, queremos llamar la atención sobre un hecho fundamental: todo esto que está pasando es el resultado del excesivo poder político que tienen algunos grupos sociales privilegiados, las grandes empresas y los financieros y banqueros, que constituyen una minoría muy pequeña de la población. Así que sólo si los de abajo —la mayoría de la ciudadanía— se rebelan contra el privilegio de esta minoría que ordena a los gobiernos e impone sus preferencias al resto de la sociedad, sólo si los de abajo son capaces de sabotear pacífica y democráticamente la estrategia de los de arriba, será posible evitar el daño que están sufriendo y que las cosas vayan a peor, como sin duda sucederá si no lo remediamos a tiempo.

			

			VICENÇ NAVARRO, JUAN TORRES LÓPEZ Y ALBERTO GARZÓN

			14 de abril de 2012
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Las propuestas en la oposición, 
la oferta electoral y el programa 
oculto del gobierno de Mariano Rajoy

			
			
			
			El 8 de marzo de 2008 se celebraron elecciones generales en España. En la legislatura que concluía había continuado la tónica de crecimiento económico fácil, lo que permitió al gobierno de Rodríguez Zapatero conseguir registros macroeconómicos bastante favorables (en gran medida porque hizo lo mismo que el Partido Popular: dejar que avanzara la burbuja inmobiliaria y el endeudamiento privado que tantos problemas dio más tarde). 

			Pero sus mejores registros nunca eran reconocidos por la oposición de derechas. Cuatro años antes, en el primer trimestre de 2004 y cuando gobernaba Aznar, la economía crecía al 2,9 por ciento y la tasa de paro se encontraba en el 11,2 por ciento gracias a que se habían creado unos dos millones y medio de empleos en los últimos cuatro años de bonanza. Todo ello era calificado por los dirigentes populares como el «milagro» que había sido capaz de generar su gobierno. 

			Cuando se convocaban las siguientes elecciones, en el primer trimestre de 2008, y gobernaba Rodríguez Zapatero, la economía crecía al 3,8 por ciento, la tasa deparo era del 8 por ciento y se habían creado tres millones de empleos entre 2004 y 2008, a pesar de que el último ejercicio ya fue de crisis. Aunque el contraste era claramente favorable a la gestión del presidentesocialista (al menos en cuanto a esos indicadores convencionales que se suelen tomar como referencia de la evolución de la situación económica), Mariano Rajoy era muy duro a la hora de evaluar la situación de la economía española. En enero de 2008 decía: «La situación económica está mal». Y otro dirigente de su partido, Ángel Acebes, afirmaba: «El gobierno socialista ha agotado la herencia económica y deja a España en una crisis económica».

			Este doble criterio de medir las cosas ha sido una constante en el comportamiento del Partido Popular. Afirmar que todo está bien cuando lo hacemos nosotros y todo mal cuando lo hacen ellos se ha convertido en un principio de actuación que marca el comportamiento del Partido Popular y de sus dirigentes a la hora de afrontar la situación económica de nuestro país. Un principio que incluso llega, a veces, a situaciones que serían ridículas y hasta graciosas si no fuera por la patología política y el cinismo que reflejan. Véase un solo ejemplo de ello: el Partido Popular pidió explicaciones en abril de 2011 al gobierno socialista por la venta de bombas de racimo a Libia, acusándolo de los sufrimientos que eso infringía a la población civil. Sin embargo, cuando Mariano Rajoy formó gobierno nombró ministro de Defensa a Pedro Morenés, consejero y representante de Instalaza, la empresa que fabricaba esas bombas y que incluso reclama al Estado español 40 millones de euros por los perjuicios provocados cuando el gobierno de Zapatero decidió erradicarlas. 

			Creemos que se trata de una actitud política que no es anecdótica sino que tiene una gran relevancia para entender lo que está pasando y lo que va a pasar con la política económica que se va a aplicar en la etapa que estamos viviendo.

			
			
			¿Quién se percató de la crisis y quién no?

			
			Es sabido que uno de los mayores errores del gobierno de Rodríguez Zapatero fue empeñarse en negar que una crisis gigantesca se cernía ya sobre nuestra economía. No sólo perdió una credibilidad que es esencial para disfrutar de la confianza de la ciudadanía cuando se gobierna, sino que eso le llevó a aplicar medidas muy contraproducentes. Porque es evidente que no es lo mismo pilotar una economía cuando se encuentra en una fase expansiva, como se empeñaba en hacer creer, que en una de auténtica crisis y recesión, como no se quería ver.

			Los dirigentes del Partido Popular han sido extraordinariamente duros a la hora de calificar esa negativa del gobierno de Zapatero a reconocer la crisis, y llevan razón en que eso fue muy negativo. Pero lo cierto es que ellos mismos negaron lo evidente desde tiempo atrás, cuando gobernaban y se estaban gestando los factores que darían lugar a la crisis, y también más tarde, cuando hacían ofertas electorales en 2008. 

			La realidad es que numerosos economistas ya habíamos adelantado desde años atrás lo que estaba ocurriendo y lo que se iba a producir. Sin embargo, fueron muchos, y desde hacía tiempo, los dirigentes populares que habían negado, sencillamente porque entonces eran ellos los que gobernaban, que la economía española estaba generando una crisis como la que efectivamente se desencadenó después. 

			El actual ministro de Economía y Competitividad, Luis de Guindos, afirmaba en noviembre de 2003: «No hay burbuja inmobiliaria, sino una evolución de precios al alza que se va a ir moderando con más viviendas en alquiler y más transparencia en los procedimientos de urbanismo» (ABC, 2 de noviembre de 2003). La misma tesis que sostenía Cristóbal Montoro, el actual ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, que un poco antes también decía: «No existe una burbuja inmobiliaria [...] el concepto de burbuja inmobiliaria es una especulación de la oposición que habla insensatamente de la economía del ladrillo y olvida que la construcción es un sector fundamental para la economía del país y en el que trabajan cerca de un millón de personas» (El Mundo, 2 de octubre de 2003).

			Algunos medios se han hecho eco, con motivo de su reciente nombramiento, de la opinión que el actual ministro de Economía, el citado De Guindos, tenía en el verano de 2008 sobre la situación de la economía mundial. En su opinión, el principal problema que afrontaba entonces la economía mundial era la «tensión inflacionista» y advertía simplemente de una «suave recesión» (Público, 26 de diciembre de 2011). Posiblemente, porque habiendo sido director operativo para Europa de Lehman Brothers, el banco cuya quiebra se considera el desencadenante material de la crisis, también estaba interesado en ocultar la magnitud del desastre que su banco había provocado.

			Y hay que tener en cuenta, sobre todo, que el Partido Popular tampoco decía absolutamente nada del horizonte de crisis que se avecinaba ni en su programa electoral de 2008 ni en las ofertas que hacía a los ciudadanos, con tal de presentarles un futuro más atractivo que el que pudieran tener si decidían votar al PSOE y éste resultaba ganador de las elecciones.

			Buena prueba de ello es que en enero de ese año se celebró la Conferencia Sectorial sobre Economía y Empleo del Partido Popular y Mariano Rajoy afirmó allí que si vencía en las próximas elecciones, el objetivo sería «conseguir el pleno empleo, crear 2,2 millones de puestos de trabajo y elevar la tasa de actividad femenina hasta el 68 por ciento en 2011». En el acto de clausura de la conferencia, Rajoy aseguró que impulsaría reformas para que la economía española creciera hasta el 3,8 por ciento en 2011 y añadió que ese año preveía que el superávit presupuestario se situaría en el entorno del 3 por ciento del PIB.

			¿Seguro que si Mariano Rajoy hubiera resultado elegido presidente en marzo de 2008 hubiera conseguido esos objetivos? ¿Sólo porque hubiera gobernado el PP se hubiera logrado que España fuese el único país del mundo con semejantes registros tan positivos? ¿En qué basaba Rajoy sus estimaciones y ofertas a la población? ¿Se puede considerar su previsión como algo más que humo sin ningún fundamento? ¿Se puede criticar a Zapatero porque negaba la crisis y luego estar haciendo esas promesas y pronósticos tan aventurados —que sólo se podrían haber alcanzado sin crisis internacional—, para ganarse la confianza del electorado?

			
			
			¿El PSOE sube impuestos y el PP los baja?

			
			A medida que la situación económica ha ido empeorando en los últimos años de crisis, la actitud del Partido Popular ha sido la de quien simplemente espera sentado en su puerta que pase el cadáver de su enemigo, bastándole para ello con culpar al gobierno de Zapatero de todos los males que afligían a la economía mundial.

			En muchos de nuestros escritos hemos criticado reiteradamente lo que nos ha parecido que estaba mal de la gestión del gobierno socialista y no creemos que seamos sospechosos de mantener hacia él una posición de simpatía acrítica. Por ello nos parece que podemos afirmar con autoridad que la actitud de los dirigentes del Partido Popular durante el desarrollo de la crisis ha sido extraordinariamente negativa y contraria incluso a sus propios postulados ideológicos y a las medidas que sus partidos homólogos europeos han venido tomando a lo largo de la crisis. Es decir, que los populares criticaban al ejecutivo socialista a sabiendas de que ellos hubieran hecho exactamente lo mismo, o quizá incluso algo más radical, si la crisis les hubiera cogido, como a otros partidos conservadores, en el gobierno.

			En particular, los dirigentes populares han sido sumamente injustos y poco rigurosos a la hora de evaluar la política fiscal del gobierno socialista. Han achacado constantemente el incremento del déficit y la deuda a su despilfarro, cuando la realidad es que bajo el mandato de Zapatero se consiguieron alcanzar los mayores superávits públicos de nuestra historia reciente (algo, por cierto, que nosotros hemos criticado porque entendíamos que era necesario seguir aumentando el gasto para reducir el enorme déficit social de nuestra economía con la europea). También ha sido algo bastante peor que injusto que los dirigentes populares hayan hecho declaraciones muy negativas sobre la gestión gubernamental y sobre su capacidad para hacer frente a los problemas internos y externos precisamente cuando la presión de los mercados era más fuerte, coadyuvando así a dañar de una forma muy poco patriótica los intereses de todos los españoles, simplemente para sacar rédito electoral de ello.

			Y si la crítica del PP al gobierno socialista ha alcanzado el paroxismo en algún aspecto ha sido precisamente en relación con la política impositiva. El Partido Popular ha criticado todas y cada una de las subidas de impuestos del gobierno del PSOE olvidando que se justificaban por razones extraordinarias y, sobre todo, que cuando gobernaron los populares, entre 1996 y 2004, aumentó la presión fiscal en España. Aunque, como mostraron diversos informes y estudios oficiales y de investigadores independientes, fue a costa de las rentas más bajas y favoreciendo a las altas, a las de capital y principalmente a las inmobiliarias. Valgan algunos ejemplos de su discurso:

			En febrero de 2009 el actual ministro de Hacienda decía: «Ya están en su salsa, ya están en donde realmente le gusta estar a un gobierno de estas características, a un gobierno de izquierda lo que más le gusta es subir los impuestos». La secretaria general del Partido Popular, María Dolores de Cospedal, afirmaba en septiembre de 2009 que «nunca se ha salido de una crisis subiendo impuestos». La presidenta de la Comunidad de Madrid, Esperanza Aguirre, decía en el verano de 2009: «Subir impuestos me parece un disparate». Y en agosto de 2010 la actual vicepresidenta del gobierno, Soraya Sáez de Santamaría, afirmaba: «Es vergonzoso que planteen subir impuestos». Ya casi en plena campaña de las elecciones generales de 2011 la portavoz del partido aseguraba: «Si gana Rubalcaba subirán los impuestos, si gana Rajoy bajarán los impuestos». 

			El actual presidente del gobierno, Mariano Rajoy, también ha sido siempre tajante a la hora de criticar las subidas de impuestos que el ejecutivo de Rodríguez Zapatero planteaba para hacer frente a la crisis:

			«En una situación de crisis, donde todo el mundo lo está pasando mal, donde todo el mundo tiene dificultades, donde mucha gente ve cómo no le paga ni siquiera la Administración, es un disparate quitar recursos a los particulares y subir los impuestos [...] este partido se opondrá a cualquier nueva subida de impuestos que demagógicamente plantee el gobierno de España» (Mariano Rajoy en Málaga, 11 de julio de 2009). 

			«Ahora el gobierno habla de que va a subir los impuestos, incluso ha llegado a decir que es para ponernos a nivel europeo. Eso es un insulto a los españoles [...] por tanto, nosotros seremos beligerantes contra las subidas de impuestos que haya hecho el gobierno, como ya lo hemos sido» (Mariano Rajoy, 22 de agosto de 2010).

			«En principio no voy a tocar ningún impuesto si gano las elecciones, salvo los impuestos a emprendedores, que ésos sí hay que bajarlos [...]. En el medio y largo plazo, pues según como vaya evolucionando la economía, pero en principio no vamos a tocar ningún otro impuesto» (Mariano Rajoy, Cadena Ser, 17de noviembre de 2011).

			Ninguna de estas diatribas contra «el gusto» socialista por subir impuestos fue tenida en cuenta cuando el PP llegó al gobierno: ya en el primer Consejo de Ministros del nuevo ejecutivo de Rajoy se aprobó una subida del Impuesto sobre la Renta y del IBI.

			Y lo mismo ocurrió en relación con la amnistía fiscal que introdujo el gobierno de Rajoy en sus primeros Presupuestos Generales del Estado. Cuando Rodríguez Zapatero dijo en 2010 que estudiaba una propuesta semejante, la secretaria general del PP lo criticó duramente diciendo que era una medida impresentable, injusta y antisocial, y que sólo era una paradoja porque significaba que «a los que pagan impuestos se les suben y a los que no, se les perdona». Y el ahora presidente le dijo con desprecio: «Yo espero que ésta sea la última ocurrencia».

			Zapatero no llevó finalmente a cabo esa idea, mientras que Rajoy la adoptó en seguida que tuvo ocasión y, como en el caso de la subida de impuestos, también en relación con la amnistía fiscal hizo lo contrario de lo que antes pregonaba.

			
			
			¿Quién recorta derechos a quién?

			
			Durante la etapa de amplios recortes sociales que el anterior gobierno realizó para tratar de frenar el déficit público, en nuestra opinión equivocadamente como hemos demostrado en nuestro libro Hay alternativas... ya citado, los dirigentes del Partido Popular se erigieron en los grandes defensores de los derechos de los trabajadores. Su secretaria general, María Dolores de Cospedal, llegó a decir en una intervención pública en la Escuela de Verano del PP catalán: «Los trabajadores, que estén tranquilos, que aquí está el PP para defenderles».

			De hecho, el grupo parlamentario de su partido no apoyó prácticamente en ninguna ocasión las medidas propuestas por el gobierno socialista, aun cuando la inmensa mayoría de ellas venían recomendadas y saludadas por la Unión Europea y eran prácticamente las mismas que las que iban adoptando otros partidos conservadores europeos socios del Partido Popular español.

			Cuando el presidente Zapatero compareció en el Parlamento en mayo de 2010 para presentar su primer gran programa de recortes, Mariano Rajoy se limitó a criticarlo y a lamentar que lo fuesen a pagar «los funcionarios, los pensionistas y las futuras madres».

			Sin embargo, también nada más llegar, en el primero de sus consejos de ministros, otras de las medidas adoptadas, además de la subida de impuestos ya comentada (que en sus dos terceras partes recayó sobre las rentas del trabajo), fueron congelar el salario mínimo interprofesional, aumentar la jornada base de los empleados públicos de 35 a 37,5 horas semanales y congelar su salario, eliminar la posibilidad de convocar plazas de promoción, reducir en términos reales las pensiones (puesto que se aprobó una subida del 1 por ciento por debajo de la inflación), disminuir las ayudas a los jóvenes para el alquiler, congelar las ayudas a la dependencia, no renovar la renta de emancipación y aplazar una vez más la ampliación del permiso de paternidad, en perjuicio principal, lógicamente, de las futuras madres a las que defendía Rajoy cuando estaba en la oposición. Y para más inri de estas últimas, en el decreto de reforma laboral que se aprobó semanas más tarde se volvieron a adoptar medidas claramente perjudiciales para las madres, como analizaremos más adelante.

			Por otro lado, cuando los dirigentes del Partido Popular se iban negando a asumir los sucesivos recortes realizados por el gobierno de Zapatero lo hacían argumentando que recaían sobre los más débiles y que, de esa manera, se perdían derechos. Pero lo cierto es que han sido esas mismas políticas de recortes, o incluso otras aún más directamente agresivas, las que sus propios dirigentes han llevado a cabo en las comunidades donde gobiernan (además de por el ejecutivo de la Nación, como acabamos de señalar).

			En Galicia se han recortado más de 240 millones de euros en educación y otros tantos en sanidad, se ha suprimido la gratuidad de los libros de texto para el 40 por ciento de las familias, se ha reducido el número de empleados públicos en esos servicios, se han privatizado hospitales, 40.000 personas dependientes se han quedado sin ayudas y se han recortado las políticas activas de empleo. El actual presidente de la Xunta de Galicia, Alberto Núñez Feijóo, ofreció en las elecciones la promesa de «acabar con la crisis y el paro en 45 días». No consiguió lo primero y el paro ahora es más elevado que con el gobierno anterior.

			En Castilla-La Mancha, a pesar de que su presidenta, María Dolores de Cospedal, ha declarado en diversas ocasiones que «las prestaciones sociales no se van a recortar» y que su gobierno «no privatizarála sanidad, ni la educación» (RNE, 10 de marzo de2011), el Ejecutivo ha eliminado la ayuda extra de 400 euros a 32.000 viudas, ha disminuido los docentes y empleados de la sanidad pública, ha suprimido viajes sociales de la tercera edad, ha paralizado la construcción de un hospital y del campus universitario en Guadalajara, no ha convocado becas de diferentes clases, ha bloqueado ayudas a dependientes, ha cancelado los convenios con las casas de acogida a maltratadas, ha privatizado buena parte del sistema de salud pública y ha ampliado la educación concertada, mientras que ha aumentado un 15 por ciento los sueldos de los miembros del gobierno. 

			En la Comunidad de Madrid se ha recortado la financiación de la educación pública mientras que se han aumentado las ayudas, mediante desgravaciones fiscales, a las personas de rentas más elevadas que utilizan la privada. Se han eliminado profesores y empleados de sanidad, se han reducido o eliminado ayudas sociales en muchos ayuntamientos y su presidenta cuestiona directamente la universalización de derechos como el de la educación, en contra de lo que afirman otros dirigentes de su partido o de lo que todos ellos habían criticado para enfrentarse electoralmente al Partido Socialista: «Si la educación es obligatoria y gratuita en una fase a lo mejor no tiene que ser obligatoria y gratuita en todas las demás fases» (El Mundo, 19 de septiembre de 2011).

			En la Comunidad Valenciana los recortes que aplica el Partido Popular son aún más amplios y ocasionados por la política de despilfarro que ha llevado a cabo en los últimos años, destinando cifras millonarias y sin apenas control a grandes fastos como las carreras de Fórmula 1, la visita del papa u otros megaproyectos que ahora tiene que suprimir. Se ha disminuido la financiación de educación, sanidad, universidades y centros de investigación de excelencia, hay una grave falta de personal en muchos centros hospitalarios, lo que puede obligar a cerrar miles de camas, y el gobierno se plantea aprobar el copago (que a la larga implica mayor gasto y un acceso menos equitativo a los servicios) y el aumento de diversos impuestos y tasas.

			También han sido muy cuantiosos los recortes sociales en la Región de Murcia que, sin embargo, renunció a recaudar ingresos mediante impuestos como el de patrimonio. En Baleares, el gobierno incluso se subió el sueldo entre el 10 y el 20por ciento.

			Se podría argumentar que lo que están haciendo los gobiernos del Partido Popular no es sino lo que han hecho y hacen casi todos los del mundo que tienen su misma inspiración ideológica: recortar gastos sociales y evitar subir impuestos a las rentas más elevadas. O incluso se podría aceptar, como sus propios dirigentes
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